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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL, RECAIDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE UN SEGURO DE CESANTÍA.



___________________________________________________________





HONORABLE CAMARA:





La Comisión de Trabajo y Seguridad Social pasa a informar el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que establece un seguro de cesantía, iniciado en mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.



	Asistieron a las sesiones en que se debatió este proyecto, el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, don Ricardo Solari Saavedra y el señor Subsecretario de Trabajo, don Yerko Ljubetic Godoy, quienes se hicieron acompañar de sus respectivos asesores.





		Asistieron además, en representación de la Central Unitaria de Trabajadores, los señores Arturo Martínez; Roberto Alarcón; Juan Díaz; Francisco Bello, y Jorge Millán, Secretario General, Vicepresidentes y Tesorero, respectivamente; de la Confederación de la Producción y del Comercio el señor Raúl García Astaburuaga, miembro de la Comisión Laboral; de la Asociación Gremial de Abogados Laboralistas los señores, Rafael Carvallo; Juan Gumucio; y Cristián Pumarino, Presidente, y Directores, respectivamente; del Consejo de la Pequeña y Mediana Empresa, el señor Germán Dastres; Vicepresidente y el señor Ricardo Paredes, Secretario Ejecutivo; de la Central Autónoma de Trabajadores, el señor Enrique Aravena Santis, Vicepresidente; el señor Sergio Soto Céspedes, Secretario General de Finanzas; el señor Alfonso Pastene Uribe, encargado de Comunicaciones; el señor José Videla Villalobos, Secretario General Adjunto de Relaciones Internacionales; de la Agrupación Nacional de Empleados Fiscales, los señores Raúl de la Puente; Milenko Milovilovic; Fresia Arcos, Jeanette Soto; Bernardo Jorquera; Ciprianao Aldea; Mariluz Navarrete; Angela Rifo, Presidente, Vicepresidente, Secretaria General, Vecepresidenta de Seguridad Social, Vicepresidente de Modernización, Secretario de Finanzas, Directoras, respectivamente.











I.- ANTECEDENTES GENERALES.



a) Consideraciones previas



	En el año 1997 esta Comisión y la Honorable Cámara conocieron y aprobaron otro proyecto de ley que tenía similares propósitos al que es materia de este informe, por el que se establecía “Un sistema de protección por cesantía”, iniciativa legal que cumplió en esta Corporación los dos trámites reglamentarios y fue comunicado al H. Senado el 9 de julio de 1999.  El Ejecutivo solicitó el archivo de este proyecto y tanto el Senado como la Cámara, accedieron a esa petición.



	En relación con el referido proyecto, en el informe respectivo, se consideró necesario abordar algunas reflexiones generales, que nos parece apropiado repetir en esta ocasión.



	El problema del desempleo, que tiene una dimensión universal, ha sido endémico en nuestra historia económica. Ha habido momentos en que él ha experimentado una acentuada agudización alcanzando niveles de hasta dos dígitos.



	El nuevo escenario económico internacional, caracterizado por una amplia apertura comercial y acentuados cambios tecnológicos que abren paso a una creciente competencia tanto interna como externa, exige a las empresas contar con instrumentos adecuados que les permitan enfrentar los consiguientes desafíos de competitividad y adaptabilidad. 



	Tales desafíos también abarcan el ámbito de los recursos humanos, de donde surge como un imperativo ineludible hacer compatible nuestra legislación con la indispensable movilidad relativa de los empleos, por lo que se hace menester dotar a los trabajadores de una adecuada protección durante los lapsos de desempleo.



	No obstante esa constatación, nuestra institucionalidad presenta en materia de cobertura de cesantía una actitud prácticamente prescindente, dado que el subsidio vigente resulta tan exiguo que sólo una proporción menor de los desempleados lo impetra.



	El desempleo, en términos generales, puede ser descrito como la situación de quien teniendo la intención de trabajar, no puede ejercerla por carecer de un trabajo.



	La protección de las personas cesantes siempre ha sido uno de los objetivos fundamentales de la seguridad social. Las primeras manifestaciones de un seguro de desempleo se pueden observar hacia la segunda mitad del siglo XIX en algunos países como Suiza, Dinamarca o Suecia. Dichas formas se produjeron, principalmente, en virtud de la acción llevada a cabo por sindicatos u organizaciones mutualistas.



	Uno de los padres de la seguridad social moderna, Lord Beveridge, al referirse al problema de la cesantía, estimaba que era necesario que el número de empleos vacantes fuese superior al número de candidatos a una fuente laboral, y que los empleos fueran localizados en tal forma que la cesantía tuviera breves intervalos de espera. La Organización Internacional del Trabajo, por su parte, también ha mostrado una preocupación constante por el problema del desempleo, ya que desde sus orígenes hizo del pleno empleo uno de sus objetivos primordiales, al reconocer en la Declaración de Filadelfia la obligación solemne de la Organización en orden a fomentar programas internacionales orientados a impulsar la ocupación de las personas.



	Una política de pleno empleo siempre ha significado una planificación de todos los entes de la economía, tanto del sector público como del privado, en orden a crear las condiciones necesarias que permitan establecer nuevas fuentes de trabajo. El pleno empleo, en consecuencia, es un objetivo que sobrepasa las finalidades específicas de la seguridad social, en atención a que es toda la sociedad la que interviene, de diversas formas, en su determinación.



b) La regulación histórica del desempleo en Chile.



	Las primeras regulaciones sobre el problema del desempleo se produjeron en Chile hacia 1924. En dicha oportunidad, la ley N° 4.059, contempló en beneficio de los empleados particulares una indemnización con cargo al empleador, equivalente a tantos sueldos mensuales como fueren los años completos de servicios, cuando el empleador por un acto voluntario pusiera fin al contrato de trabajo.



	Las normas sobre este seguro fueron posteriormente modificadas, reemplazando la responsabilidad directa del empleador por una cotización que, en principio, sería administrada por la Caja de Previsión de los Empleados Particulares. Por su parte, la ley N° 6.020, de 1936, estableció un verdadero seguro de desempleo en favor de los empleados particulares, constituyéndose en el primer antecedente chileno sobre esta materia;  y la ley N° 7.295, de 1942, estableció un aporte obligatorio de los trabajadores con el objeto de auxiliar a los empleados particulares que se encontraban cesantes.



	En general, y a pesar de las reformas que en cada caso se hicieron, la estructura de estas normas se mantuvo vigente durante gran parte de este siglo. Es decir, se privilegió el pago de una indemnización legal de cargo del empleado, así como un beneficio económico que reunía las características de un subsidio.



c) Las normas sobre desempleo actualmente vigentes.



	En nuestro país, las fuentes legales de la protección al trabajador cesante encuentran un inmediato antecedente en D.L. N° 603, de 1974, el cual tenía por objeto regular un Sistema de Subsidio de Cesantía para los trabajadores del sector público y privado, que debía aplicarse a la espera de que se aprobara un sistema único de protección por desempleo.



	Con posterioridad, el DFL N° 150, de 1981, refundió, coordinó y sistematizó todas las normas existentes sobre la materia, tanto para el sector público como privado, regulando en un solo cuerpo normativo el pago de un beneficio de esta naturaleza. Según este texto legal, que se encuentra actualmente vigente, son beneficiarios del subsidio de cesantía: a) todos los trabajadores dependientes de los sectores público y privado, sea cual fuese su régimen previsional, y b) los trabajadores independientes que a la fecha de publicación del D.L. N° 603, tenían derecho a subsidio en el régimen anterior.



	De todas las normas expuestas, se puede observar que el sistema de protección chileno de la cesantía se establece mediante dos modalidades claramente definidas. Una de ellas es el establecimiento de un sistema de indemnización legal por años de servicio financiado directamente por el empleador, de conformidad con las normas del Código del Trabajo. La segunda modalidad se encuentra representada bajo el pago de una suma fija de dinero de cargo del Estado, destinada a paliar durante un tiempo determinado la situación del trabajador cesante.



	En este último supuesto, la legislación chilena establece un sistema de financiamiento de cargo exclusivamente estatal, mediante la creación de un Fondo integrado con aportes fiscales que se fijan en la respectiva Ley de Presupuestos y cuya administración corresponde a la Superintendencia de Seguridad Social. Sin perjuicio de ello, las Cajas de Compensación de Asignación Familiar también pueden asumir la administración de este régimen en los mismos términos establecidos para las demás entidades gestoras.



	La normativa actual del DFL N° 150, ha establecido una serie de requisitos para acceder al subsidio de desempleo. En lo que respecta al sector privado, conviene destacar los siguientes: a) la persona debe estar cesante, condición que se aplica a todos aquellos trabajadores dependientes que, con posterioridad al 1° de agosto de 1974, fueren despedidos por causas ajenas a su voluntad; b) tener, a lo menos, 52 semanas o doce meses, continuos o discontinuos, de imposiciones en cualquier régimen previsional, dentro de los dos años anteriores a la fecha de la cesantía, y c) estar inscrito en el registro de cesantes que lleva cada institución previsional o la municipalidad.



	En todo caso, el propio cuerpo legal se encarga de señalar que no se tendrá derecho a subsidio cuando el cesante rechace, sin causa justificada, la ocupación ofrecida por el SENCE; si la solicitud de subsidio contiene datos o informaciones falsos, y en el supuesto de que el cesante se niegue a realizar los trabajos de asistencia en beneficio de la comunidad que le haya ofrecido la municipalidad.



	Por su parte, la jurisprudencia también se ha encargado de aclarar que en la actualidad no procede el goce del subsidio en los casos de término de un contrato de plazo fijo o cuando la relación laboral se extingue por la conclusión del trabajo o servicio que dio origen al contrato. En el fondo, lo que se está señalando es que con el actual sistema de subsidios que consagra la ley chilena, para que una persona pueda acceder a este beneficio, es preciso que se encuentre sin trabajo por razones ajenas a su voluntad. 



II.- ANÁLISIS DEL PROYECTO DE LEY



	El proyecto de ley en informe, según se expresa en el Mensaje, busca que los trabajadores y empleadores puedan enfrentar las condiciones del desempleo con una mayor protección dirigida especialmente hacia aquellos sectores más vulnerables de la fuerza de trabajo. 



Criterios básicos orientadores del proyecto de ley.

Los criterios básicos orientadores del proyecto de ley señalados en el mensaje, son los siguientes:

1.-Mayor protección social.

El proyecto responde a una política laboral que, pretende la consecución del progreso social en el marco de un desarrollo económico estable y sostenido.  Con ello busca obtener resultados de justicia y equidad a todos los que contribuyen a lograrlo.

En este sentido, el seguro responde a la idea de proteger al trabajador cuando enfrenta la cesantía, como apoyar sus esfuerzos de búsqueda de un nuevo empleo y de reinserción productiva.

2.-Mantención de niveles de ingresos durante el período de cesantía.

El proyecto atiende principalmente a la cesantía e inestabilidad en el empleo, por la trascendencia que estas contingencias sociales tienen para el trabajador, para su familia y para la sociedad entera. Si bien es cierto la tasa de desocupación de nuestro país, se mantiene, en promedio, por debajo de la de muchos países europeos y de gran parte de los países con similares niveles de desarrollo, la situación coyuntural ocasionada por la denominada "crisis asiática", demostró una vez más la necesidad de contar con mecanismos de protección adecuados para enfrentar las contingencias de la cesantía.

Por otra parte, la realidad económica y laboral indica que cada año hay una gran cantidad de empleos que nacen y desaparecen en la economía. De allí que sea necesario buscar un sistema que permita que cuando un trabajador pierda su empleo, encuentre un mecanismo efectivo que le permita tener un ingreso mientras busca uno nuevo. 

Esta meta debe ser alcanzada, no obstante, sin que se desincentive la búsqueda de un nuevo empleo.

3.-Recoge la experiencia comparada.

El estudio y análisis de esta propuesta ha vuelto a examinar exhaustivamente la experiencia y tendencias comparadas de los denominados "seguros de desempleo" existentes fundamentalmente en los países desarrollados.  También ha tenido el debido cuidado de formular una propuesta acorde con nuestras posibilidades fiscales y económicas. 

Por otra parte, se ha procurado desarrollar incentivos para el uso adecuado del sistema de forma tal que se cautele el cumplimiento de sus verdaderos objetivos y se eviten las distorsiones que suelen ocurrir con motivo de los seguros de desempleo tradicionales.

4.-Ahorro y fondo solidario.

El proyecto que se propone, combina un esquema de ahorro obligatorio, sobre la base de Cuentas Individuales por Cesantía, con la creación de un Fondo de Cesantía Solidario que opera como fondo de reparto.

De este modo, el Seguro tiene dos componentes principales.  De una parte, un sistema de cuentas individuales por cesantía constituido sobre la base de cotizaciones mensuales de empleadores y trabajadores.  Por la otra, tiene un Fondo Solidario financiado con una fracción de la cotización total de cargo del empleador, y con un aporte estatal.  Este Fondo opera en forma complementaria al sistema de cuentas individuales, con el objetivo de otorgar prestaciones hasta por cinco meses de duración de la cesantía, en los casos que el proyecto prevé.

La Cuenta Individual por Cesantía de cada trabajador, tendrá financiamiento bipartito, compuesto de una cotización de un 0,6% de las remuneraciones imponibles, de cargo del trabajador, y de un 1,6% de dichas remuneraciones, de cargo del empleador.

Esta Cuenta  representa una forma de ahorro diferido, ya que lo aportado a ella se integra al patrimonio del trabajador desde el mismo momento en que se origina la obligación del depósito de las cotizaciones. El objetivo es que mediante las cotizaciones aportadas, más su rentabilidad, se forme un fondo contra el cual se podrán hacer giros mensuales, una vez terminada la relación laboral.

Complementariamente, el Fondo de Cesantía Solidario se financiará con aportes del empleador por un monto equivalente al 0,8% de la remuneración mensual imponible de cada trabajador, más el apoyo suplementario del Fisco.

Se mantiene subsistente la responsabilidad directa del empleador, en caso de despido por necesidades de la empresa, por falta de adecuación técnica o laboral del trabajador o por desahucio del empleador. En tales casos, éste debe pagar la diferencia entre el monto acumulado como resultado de su aporte en la Cuenta Individual por Cesantía y el equivalente a 30 días de la última remuneración mensual devengada por cada año de servicios y fracción superior a seis meses, sin perjuicio de una indemnización sustitutiva del aviso de despido, cuando procediere.

Mediante el establecimiento del presente sistema, el trabajador logrará una mayor certeza en la percepción  de los beneficios por cesantía, en el caso de las contingencias referidas. A su vez, el empleador verá transformada su actual responsabilidad única de indemnización, por otra en que se combina el pago de las cotizaciones previas con el pago directo de una prestación.

De este modo, por una parte, se otorga al trabajador una mejor protección, por el mayor grado de certeza de los beneficios que percibirá y, por otra, facilita al empleador su obligación de pagar las indemnizaciones que corresponda, lo cual tiene particular trascendencia en el ámbito de la micro, pequeña y mediana empresa.

5.-Efectos adicionales.

Conforme a la normativa vigente, el trabajador no tiene derecho a indemnización cuando su contrato se extingue por ciertas causales objetivas de terminación (cumplimiento del plazo o caso fortuito), ni en caso de renuncia o mutuo acuerdo. Asimismo, la familia sobreviviente no tiene derecho a prestación laboral alguna en caso de muerte del trabajador, pues ello no implica una situación de cesantía. Tampoco ésta existiría cuando el trabajador es despedido invocándose una causal de caducidad que le sea imputable, en circunstancias que muchas veces la causal es discutida. Sin embargo, habiéndose configurado o no dicha causal, el trabajador deberá enfrentar una situación de cesantía.

Por tal motivo, esta iniciativa contempla el pago de una prestación a todo evento en beneficio del trabajador, o de su familia si fallece.

Se ha observado sostenidamente en las negociaciones colectivas, una tendencia a pactar bajo condiciones diferenciadas, indemnizaciones pagaderas a todo evento. En este sentido, el propósito del proyecto es generalizar para los trabajadores dependientes este esquema de indemnizaciones que, en la actualidad, existe en forma selectiva en algunas empresas donde se negocia colectivamente y se ha pactado sobre la materia.

Además de esta prestación a todo evento, cabe mencionar que con ella se favorece la movilidad del trabajador.  En efecto, éste podrá acceder a un nuevo empleo que se le ofrezca o buscar un mejor trabajo, sin que esto implique la pérdida total de las indemnizaciones que le debería pagar su empleador; con ello se produce también un mejoramiento de las relaciones laborales dentro de la empresa y una menor conflictividad. 

6.-Responsabilidad pública.

Adicionalmente y como expresión del principio de la solidaridad nacional, se consulta una responsabilidad pública. Su objetivo es complementar prestaciones básicas por un período razonable de búsqueda de empleo, según se explicó.

	Los aportes fiscales ingresarán al Fondo de Cesantía Solidario, el que operará cuando el despido no sea por causales imputables al trabajador.





III.- DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO.

		El proyecto consta de cincuenta y ocho artículos permanentes y cinco transitorios, agrupados en dos títulos y ocho párrafos.

	El Título I del Proyecto trata de su contenido general.

1.-Personas Protegidas.

El párrafo 1º se refiere a las personas protegidas.  Estas serán obligatoriamente todos los trabajadores por cuenta ajena regidos por el Código del Trabajo.

Sin embargo, se prevé un tratamiento específico, diferenciado, para los trabajadores contratados por obra, trabajo o servicio determinado; y se excluye del campo de aplicación subjetivo a los trabajadores de casa particular.

2.-Financiamiento. 

El párrafo 2º trata sobre el financiamiento del sistema.  Este será tripartito: una cotización del 2,4% de las remuneraciones imponibles de cargo del empleador; otra de un 0,6% de cargo de los trabajadores; y, por último, un aporte estatal que será fijado anualmente en la Ley de Presupuesto.

El 0,6% de la remuneración imponible de cargo del trabajador más el 1.6%, como parte de la cotización del empleador, se abonarán en una cuenta personal de cada afiliado, que será su Cuenta Individual por Cesantía.

Se contempla una cotización en cada Cuenta Individual de Cesantía por un máximo de once años e indefinida al Fondo de Cesantía Solidario.

Las restantes normas de este párrafo son relativas básicamente al cobro de las cotizaciones por parte de la Sociedad  Administradora.



3.-Prestaciones.

El párrafo 3ª trata de las prestaciones que se otorgarán  con cargo a la Cuenta Individual por Cesantía, conformada, atendido lo expresado, por la cotización del 1,6% y del 0,6% de las remuneraciones imponibles, de cargo del empleador y trabajador, respectivamente.

Si al contrato de trabajo se pone término por necesidades de la empresa o desahucio, el trabajador podrá hacer cinco giros de  su cuenta individual. Conservará el derecho a la indemnización por años de servicios prevista en el Código del Trabajo, pero a su monto se imputará la parte del saldo de la Cuenta Individual por Cesantía que sea el resultado de la cotización del empleador a dicha cuenta.

Si el contrato termina por causales objetivas o de caducidad, el trabajador podrá retirar, también en forma de cuotas, lo acumulado en su Cuenta Individual; si el trabajador fallece, los Fondos de su Cuenta Individual se pagarán a la o las personas que hubiere indicado al momento de afiliarse al Seguro.

4.-Normas Especiales.

El párrafo 4º trata de las normas especiales que regirán para los trabajadores contratados para una obra, trabajo o servicio determinado, respecto de los que no se consulta la obligación de cotización del trabajador.  Además, podrán retirar, en un solo giro, al término del trabajo, el saldo acumulado en su Cuenta Individual por Cesantía.

5.-Fondo de Cesantía Solidario.

El párrafo 5º se refiere a las prestaciones de cargo del Fondo de Cesantía Solidario.

Este Fondo estará constituido por la otra parte de la cotización del empleador, esto es, el 0,8% de las remuneraciones imponibles que pague y por el aporte fiscal.

Su objetivo es proporcionar a los trabajadores mayores de 18 años y menores de 65, que registren 12 cotizaciones mensuales en el período inmediatamente anterior al despido cuando éste haya acaecido por las causales previstas en los artículos 159, Nº6, 161 y 171 del Código del Trabajo, una prestación de suficiencia básica, en caso que los recursos de su Cuenta Individual por Cesantía no se lo permitan.

Los límites máximos de esta prestación serán el 50%, 45%, 40%, 35% y 30% del promedio de las ultimas doce remuneraciones imponibles devengadas en los meses 1º a 5º de cesantía, respectivamente, con un límite máximo de $125.000.- en el primer mes y decreciente en los siguientes.

6.-Administración.

En el párrafo 6º, el Proyecto opta por la designación de un organismo Administrador único, recaudador de cotizaciones y pagador de las prestaciones, el que deberá constituirse como sociedad anónima, a la cual le serán aplicables las normas que el párrafo prevé y las normas del DL 3.500, de 1980. Este organismo quedará sujeto a la fiscalización de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones.

	La administración del seguro se licitará. Quedan facultados para presentar propuestas y formar la sociedad administradora, las Cajas de Compensación, las administradoras de fondos fiscalizadas por la Superintendencia de Valores y Seguros, las entidades bancarias, las compañías de seguros y las administradoras de fondos de pensiones, y otras personas jurídicas nacionales y extranjeras que cumplan los requisitos establecidos en las bases de licitación que se dicten a este efecto.

7.-Normas Generales.

El párrafo 7º establece un conjunto de preceptos complementarios entre los que interesa destacar, entre otros, los siguientes:

- El derecho de los beneficiarios del Seguro a acceder a capacitación laboral.

- El derecho de éstos, de acuerdo con su empleador, a optar por la aplicación de un instrumento colectivo; y 

- Normas sobre inembargabilidad.

8.-Comisión de usuarios.

El párrafo 8º establece una Comisión de Usuarios del Seguro que se orienta a un adecuado nivel de control e información social respecto de su funcionamiento.

9.-Vigencia y Normas Transitorias.

Los artículos finales del proyecto se refieren a la fecha de vigencia de la ley y a la mantención del derecho a indemnización sin el límite de los 330 días, para quienes mantienen contrato de trabajo suscrito con anterioridad al 14 de agosto de 1981.- 





IV.- MENCIONES REGLAMENTARIAS



	De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 287 del la Reglamento de esta Corporación, se deja constancia de lo siguiente:



1.- La Comisión estimó que por tratarse de un proyecto de ley que regula el ejercicio de derechos relacionados con la seguridad social, todas sus disposiciones debían considerarse de quórum calificado, por lo que deben ser acordadas por la mayoría absoluta de los Diputados y Senadores en ejercicio (art. 63 inc. 3º, en relación con el art. 19 Nº18 de la Constitución Política de la República).



2.- De conformidad con el art. 220 del Reglamento, deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda los artículos 1º, 2º y 4º permanentes, y 3º y 5º transitorios.



3.- El proyecto fue aprobado en general, por unanimidad.



4.- No hubo artículos o indicaciones rechazadas por la Comisión.



**********************



	En mérito de las consideraciones e informaciones precedentes, amén de las que pueda entregar el señor Diputado Informante, la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, propone a la H. Cámara de Diputados la aprobación del siguiente







P R O Y E C T O  D E  L E Y:





"TITULO I



DEL REGIMEN DE SEGURO DE CESANTIA





Artículo 1º.-	Establécese un seguro obligatorio de cesantía, en adelante "el Seguro", en favor de los trabajadores dependientes regidos por el Código del Trabajo, en las condiciones previstas en la presente ley.





Párrafo 1º. De las Personas Protegidas.





Artículo 2º.-	Estarán sujetos al Seguro los trabajadores dependientes que inicien o reinicien actividades laborales con posterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley.



	El inicio de la relación laboral de un trabajador no sujeto al Seguro generará la incorporación automática a éste y la obligación de cotizar en los términos establecidos en el artículo 4º.



	Lo dispuesto en esta ley no regirá respecto de los trabajadores de casa particular, los sujetos a contrato de aprendizaje, los menores de 18 años de edad y los pensionados, salvo que, en el caso de estos últimos, la pensión se hubiere otorgado por invalidez parcial.





Artículo 3º.-	Los trabajadores contratados por obra, trabajo o servicio determinado, tendrán derecho a las prestaciones por término de contrato, en las condiciones específicas que establece para tales trabajadores la presente ley.





Párrafo 2º. Del Financiamiento del Seguro.





Artículo 4º.-	El Seguro se financiará con las siguientes cotizaciones:



	a)	Un 0,6% de las remuneraciones imponibles, de cargo del trabajador.



	b)	Un 2,4% de las remuneraciones imponibles, de cargo del empleador.



	c)	Un aporte del Estado que ascenderá anualmente a un total de 225.792 Unidades Tributarias Mensuales, las que se enterarán en 12 cuotas mensuales de 18.816 Unidades Tributarias Mensuales.



	Para efectos tributarios y de cobro, las cotizaciones referidas en las letras a) y b) precedentes tendrán el carácter de previsionales.





Artículo 5º.-	Para los efectos de lo dispuesto en la presente ley, se considera remuneración la señalada en el artículo 41 del Código del Trabajo.  Las cotizaciones a que se refiere el artículo anterior se calcularán sobre aquéllas, hasta el tope máximo equivalente a 90 Unidades de Fomento consideradas al último día del mes anterior al pago.





Artículo 6º.-	Si un trabajador desempeñare dos o más empleos, se deberán efectuar cotizaciones por cada una de las remuneraciones y, en cada una, hasta el tope a que se refiere el artículo precedente. La Sociedad Administradora deberá llevar saldos y registros separados en la Cuenta Individual por Cesantía a que se refiere el artículo 8º, en relación con cada uno de los empleadores del trabajador.



	Para poder impetrar en forma independiente el derecho al beneficio de cesantía, los requisitos a que se refiere el artículo 11, deberán cumplirse respecto del empleo correspondiente.





Artículo 7º.-	En caso de incapacidad laboral transitoria del trabajador, la cotización indicada en la letra a) del artículo 4º, deberá ser retenida y enterada en la Sociedad Administradora, por la respectiva entidad pagadora de subsidios. La cotización indicada en la letra b) del artículo 4º será de cargo del empleador, quien la deberá declarar y pagar.



	Las cotizaciones a que se refiere el inciso precedente deberán efectuarse sobre la base de la última remuneración imponible efectuada para el Seguro, correspondiente al mes anterior a aquel en que se haya iniciado la licencia médica o, en su defecto, la estipulada en el respectivo contrato de trabajo.  Para este efecto, la referida remuneración imponible se reajustará en la misma oportunidad y porcentaje en que se reajuste el subsidio respectivo.





Artículo 8º.-	La cotización prevista en la letra a) del artículo 4º y la parte de la cotización de cargo del empleador prevista en la letra b) del mismo artículo, que represente el 1,6% de la remuneración imponible del trabajador, se abonarán en una cuenta personal de propiedad de cada afiliado, que se abrirá en la Sociedad Administradora, la que se denominará "Cuenta Individual por Cesantía".



	Estas cotizaciones deberán enterarse durante un período máximo de once años en cada relación laboral.





Artículo 9º.-	Las cotizaciones, tanto de cargo del empleador como del trabajador, deberán ser pagadas en la Sociedad Administradora por el empleador o por la entidad pagadora de subsidios, según el caso, dentro de los primeros diez días del mes siguiente a aquel en que se devengaron las remuneraciones o subsidios, término que se prorrogará hasta el primer día hábil siguiente si dicho plazo expirare en día sábado, domingo o festivo.



	Para este efecto, el empleador o la entidad pagadora de subsidios deducirán las cotizaciones de cargo del trabajador, de la remuneración o subsidio por incapacidad laboral transitoria, respectivamente, que corresponda pagar a éste.



	El empleador o entidad pagadora de subsidios que no pague oportunamente y cuando correspondiere, según el caso, las cotizaciones del trabajador o subsidiado, deberá declarar el reconocimiento de la deuda previsional en la Sociedad Administradora, dentro del plazo señalado en el inciso primero de este artículo.



	La declaración deberá contener, a lo menos, el nombre, rol único tributario y domicilio del empleador o entidad pagadora de subsidios y de su representante legal cuando proceda; el nombre y rol único tributario del trabajador o subsidiado, según el caso; el monto de las respectivas remuneraciones o subsidios y el monto de las cotizaciones a que se refiere el artículo 4º, debidamente diferenciadas.



	Si el empleador o entidad pagadora de subsidios no efectúa oportunamente la declaración a  que se refiere el inciso anterior, o si ésta es incompleta o errónea, será sancionado con multa a beneficio fiscal de una Unidad de Fomento por cada trabajador o subsidiado cuyas cotizaciones no se declaren o cuyas declaraciones sean incompletas o erróneas. Si la declaración fuere incompleta o errónea y no existieren antecedentes que permitan presumir que es maliciosa, quedará exento de esta multa el empleador o entidad pagadora de subsidios que pague las cotizaciones dentro del mes calendario siguiente a aquel en que se devengaron las respectivas remuneraciones o subsidios.



	Corresponderá a la Dirección del Trabajo la fiscalización del cumplimiento por los empleadores, de las obligaciones establecidas en este artículo, estando sus inspectores investidos de la facultad de aplicar las multas a que se refiere el inciso precedente, las que serán reclamables de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 474 del Código del Trabajo.





Artículo 10.-	Las cotizaciones que no se paguen oportunamente por el empleador o la entidad pagadora de subsidios, según el caso, en la Sociedad Administradora, se reajustarán considerando el período que va entre el último día del plazo en que debió efectuarse el pago y el día en que éste efectivamente se realice. Para estos efectos, se aumentarán considerando la variación diaria del Indice de Precios al Consumidor mensual del período, comprendido entre el mes que antecede al anterior a aquel en que debió efectuarse el pago y el mes que antecede al mes anterior a aquel en que efectivamente se realice.



	Por cada día de atraso, la deuda reajustada devengará un interés penal equivalente a la tasa de interés corriente para operaciones reajustables en moneda nacional a que se refiere el artículo 6º de la ley Nº 18.010, aumentado en un 20%.



	Si en un mes determinado el reajuste e interés penal aumentado en la forma señalada en el inciso anterior, resultare de un monto inferior al interés que para operaciones no reajustables determine la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, o a la rentabilidad nominal promedio de los últimos doce meses del Fondo de Cesantía integrado por las cuentas individuales, calculada por la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones conforme al procedimiento establecido en el artículo 36 del Decreto Ley Nº3.500, en ambos casos reajustados en un 20%, se aplicará la mayor de estas dos últimas tasas, caso en el cual no corresponderá la aplicación de reajustes. La rentabilidad mencionada corresponderá a la del mes anteprecedente a aquel en que se devenguen los intereses y será considerada tasa para efectos de determinar los intereses que procedan.



	En todo caso, para determinar el interés penal, se aplicará la tasa vigente al día primero del mes anterior a aquel en que se devengue.



	La Sociedad Administradora estará obligada a seguir las acciones tendientes al cobro de las cotizaciones a que se refiere el artículo 4º de esta ley, que se encuentren adeudadas, más sus reajustes e intereses. Serán de su beneficio las costas de tal cobranza. 



	Los representantes legales de la Sociedad Administradora tendrán las facultades establecidas en el artículo 2º de la ley Nº 17.322, con excepción de la señalada en el número 3º de la misma disposición legal.



	Será aplicable, en lo pertinente,  a los deudores a que se refiere este artículo, lo dispuesto en los artículos 3º, 4º, 5º,  6º, 7º, 8º, 9º, 11, 12, 14 y 18 de la ley Nº 17.322 para el cobro de las cotizaciones, reajustes e intereses adeudados a la Sociedad Administradora. Dichos créditos gozarán del privilegio establecido en el Nº 5º del artículo 2.472 del Código Civil.



	A los empleadores que no enteren las cotizaciones que hubieren retenido o debido retener a sus trabajadores, les serán aplicables las sanciones penales que establece la ley Nº 17.322.



	Los reajustes e intereses a que se refiere este artículo, se abonarán en la Cuenta Individual por Cesantía del afiliado.



	La prescripción que extingue las acciones para el cobro de estas cotizaciones, reajustes e intereses, será de cinco años y se contará desde el término de los respectivos servicios.





Párrafo 3º. De las Prestaciones financiadas con cargo a la Cuenta Individual por Cesantía.





Artículo 11.-	Los afiliados tendrán derecho a una prestación por cesantía, en los términos previstos en este párrafo, siempre que reúnan los siguientes requisitos:



	a)	Que el contrato de trabajo haya terminado por alguna de las causales señaladas en los artículos 159, 160 y 161, o por aplicación del artículo 171, todos del Código del Trabajo, con excepción de la causal Nº5 del artículo 159 del mismo Código.



	b)	Registrar en la Cuenta Individual por Cesantía un mínimo de 12 cotizaciones mensuales continuas o discontinuas, desde su afiliación al Seguro o desde la fecha en que se devengó el último giro a que hubieren tenido derecho conforme a esta ley.





Artículo 12.-	Si el contrato terminare por las causales previstas en el artículo 161 del Código del Trabajo, el afiliado tendrá derecho a la indemnización por años de servicios prevista en el inciso segundo del artículo 163 del mismo cuerpo legal, calculada sobre la última remuneración mensual definida en el artículo 172 del mismo, con un límite máximo de trescientos treinta días de remuneración.



	Se imputará a esta prestación la parte del saldo de la Cuenta Individual por Cesantía constituida por las cotizaciones efectuadas por el empleador más su rentabilidad, deducidos los costos de administración que correspondan, con cargo a las cuales el asegurado pueda hacer retiros en la forma que señala el artículo 14.





Artículo 13.-	Si el contrato de trabajo termina por aplicación de alguna de las causales señaladas en los números 1, 2, y 4 del artículo 159, en el artículo 160, o en el artículo 171, todos del Código del Trabajo, el beneficio consistirá en el retiro de los fondos acumulados en la Cuenta Individual por Cesantía, en la forma dispuesta en el artículo siguiente.





Artículo 14.-	Tratándose de trabajadores despedidos por alguna de las causales señaladas en el Nº6 del artículo 159 y en el artículo 161, ambos del Código del Trabajo, éstos tendrán derecho a realizar tantos giros mensuales de su Cuenta Individual por Cesantía, como años de cotizaciones y fracción superior a seis meses registren desde su afiliación al Seguro o desde el último giro por cesantía, en ambos casos con el límite de cinco giros. 





	El monto del primer giro se determinará dividiendo lo acumulado en la Cuenta Individual por Cesantía por el número de giros que el beneficiario deba efectuar conforme al inciso anterior.



	El monto de los siguientes giros se determinará dividiendo el saldo de la Cuenta Individual por Cesantía por el número de giros que resten.



	La prestación se pagará por mensualidades vencidas y se devengará a partir del primer día del mes siguiente al del término del contrato.





Artículo 15.-	El goce del beneficio contemplado en los artículos 13 y 14, se interrumpirá cada vez que se pierda la condición de cesante antes de agotarse la totalidad de los giros a que se tenga derecho. En este evento, el beneficiario tendrá las siguientes opciones:



	a)	Retirar en un solo giro el saldo de su Cuenta Individual por Cesantía; o



	b)	Mantener dicho saldo en la cuenta. En este caso, el trabajador mantendrá para un próximo período de cesantía el número de giros no utilizados, siempre con el límite máximo de cinco giros. El saldo mantenido en la respectiva Cuenta Individual por Cesantía, incrementado con las posteriores cotizaciones, será la nueva base de cálculo de la prestación.



	Las opciones que establece este artículo también serán aplicables a aquellos trabajadores que habiendo terminado una relación de trabajo, sean contratados en un nuevo empleo antes de haber devengado el primer giro de su Cuenta Individual por Cesantía a que tengan derecho.





Artículo 16.-	Sin perjuicio de lo señalado en el inciso quinto del artículo 10, en el evento de no existir pago de cotizaciones, el trabajador tendrá derecho a exigir al empleador el pago de todas las prestaciones que tal incumplimiento le impidió percibir.



	El derecho anterior se entiende irrenunciable para todos los efectos y no se opondrá al ejercicio de las demás acciones que correspondan.





Artículo 17.-	En caso de fallecimiento del trabajador, los fondos de la Cuenta Individual por Cesantía, se pagarán a la persona o personas que el trabajador haya designado al momento de afiliarse a la Sociedad Administradora, hasta por el límite de 5 unidades tributarias anuales.  A falta de expresión de voluntad del trabajador, dicho pago se hará hasta por el mismo límite, a las personas designadas en el inciso segundo del artículo 60 del Código del Trabajo.



	Estos pagos se efectuarán bastando acreditar, por los beneficiarios, su identidad o el estado civil respectivo.



	El exceso, si lo hubiere, incrementará la masa hereditaria.





Artículo 18.-	Si un trabajador se pensionare, por cualquier causa, podrá disponer en un solo giro de los fondos acumulados en su Cuenta Individual por Cesantía.





Artículo 19.-	Los afiliados al Seguro que perciban prestaciones por cesantía, mantendrán la calidad de afiliados al Régimen de la Ley Nº 18.469 durante el período en que se devengan las mensualidades respectivas.  Lo anterior sin perjuicio de las normas de desafiliación contenidas en la Ley Nº 18.933.





Párrafo 4º. Normas especiales de protección para los trabajadores contratados para una obra, trabajo o servicio determinado.





Artículo 20.-	Respecto de los trabajadores a que alude este párrafo, no regirá la obligación de enterar la cotización indicada en la letra a) del artículo 4º.  La cotización del 2,4% de cargo del empleador, prevista en la letra b) de dicho artículo, se abonará íntegramente en su Cuenta Individual por Cesantía.





Artículo 21.-	Los trabajadores contratados para una obra, trabajo o servicio determinado, retirarán en un solo giro el total acumulado en la Cuenta Individual por Cesantía, una vez acreditada la terminación del contrato de trabajo y un mínimo de doce cotizaciones mensuales, continuas o discontinuas, desde su afiliación al Seguro o desde la fecha en que se devengó el último giro a que hubieren tenido derecho conforme a esta ley.  





	Párrafo 5º. De las prestaciones con cargo al Fondo de Cesantía Solidario





Artículo 22.-	La restante cotización del empleador a que se refiere la letra b) del artículo 4º, esto es el 0,8% de las remuneraciones imponibles, y el aporte fiscal a que se refiere la letra c) del mismo artículo, ingresarán a un fondo denominado Fondo de Cesantía Solidario, que deberá mantener la Sociedad Administradora, para los efectos de otorgar las prestaciones por cesantía, en conformidad a los artículos siguientes.





Artículo 23.-	Tendrán derecho a recibir prestaciones del Fondo de Cesantía Solidario los trabajadores que cumplan los siguientes requisitos:



	a)	Registrar 12 cotizaciones mensuales continuas en el período inmediatamente anterior al despido; 



	b)	Ser mayor de 18 y menor de 65 años de edad;



	c)	Haber sido despedido por alguna de las causales previstas en  el Nº 6º del artículo 159 o en el artículo 161, ambos del Código del Trabajo;



	d)	Que los recursos de su cuenta individual por cesantía sean insuficientes para obtener una prestación por cesantía por los períodos, porcentajes y montos señalados en el artículo siguiente; y 



	e)	Encontrarse cesante al momento de la solicitud. 



	El derecho a percibir la prestación cesará por el solo ministerio de la ley, una vez obtenido un nuevo empleo por el beneficiario.





Artículo 24.-	El monto de esta  prestación por cesantía durante los meses que se indican en la primera columna, corresponderá como máximo al porcentaje del promedio de las remuneraciones devengadas por el trabajador en los doce meses anteriores al del despido, que se indica en la segunda columna. El beneficio estará afecto a los valores superiores e inferiores para cada mes, a que aluden las columnas tercera y cuarta, respectivamente.









MESES	PORCENTAJE PROMEDIO	VALOR	VALOR

	REMUNERACION ÚLTIMOS	SUPERIOR	INFERIOR

		12 MESES 



Primero	50%	$125.000	$65.000

Segundo	45%	$112.500	$54.000

Tercer	40%	$100.000	$46.000

Cuarto 	35%	$87.500	$38.500

Quinto 	30%	$75.000	$30.000



	Con todo, la responsabilidad directa del Fondo de Cesantía Solidario será la diferencia entre la prestación mensual a que tenga derecho el trabajador con cargo a su cuenta individual por cesantía, conforme a lo dispuesto en el artículo 14, y aquella a que tenga derecho con cargo al Fondo de Cesantía Solidario.



	La responsabilidad del Fondo de Cesantía Solidario operará una vez agotados los recursos de la Cuenta Individual por Cesantía.





Artículo 25.-	Sin perjuicio de lo previsto en el artículo 24, el valor total de los beneficios a pagar con cargo al Fondo de Cesantía Solidario en un mes determinado, no podrá exceder el 20% del valor acumulado en el Fondo al último día del mes anterior.



	Si el valor total de los beneficios a pagar, en el mes, con cargo al Fondo de Cesantía Solidario, calculados según la regla de beneficios máximos porcentuales y numéricos contenida en el artículo 24, excediere el porcentaje indicado en el inciso anterior, el beneficio a pagar a cada afiliado se disminuirá proporcionalmente conforme al valor total de beneficios que pueda financiar el Fondo de Cesantía Solidario de acuerdo al inciso primero.





Artículo 26.-	Las personas que obtuvieren mediante simulación o engaño prestaciones con cargo al Fondo de Cesantía Solidario y quienes de igual forma obtuvieren un beneficio mayor al que les corresponda, serán sancionadas con reclusión menor en sus grados mínimo a medio. Igual sanción será aplicable a quienes faciliten los medios para la comisión de tales delitos. Lo anterior, sin perjuicio de la obligación de restituir al Fondo las sumas indebidamente percibidas.





Artículo 27.-	No habrá derecho a la prestación prevista en este párrafo o cesará la concedida, según el caso, si el cesante rechazare, sin causa justificada, la ocupación que le ofrezca la respectiva Oficina Municipal de Intermediación Laboral, y siempre y cuando ella le hubiere permitido ganar una remuneración igual o superior al 50% de la  última devengada en el empleo anterior. 



	Tampoco habrá derecho a prestación  o cesará la concedida, en su caso, si el beneficiario rechazare una oferta de beca de capacitación ofrecida y financiada por el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, en los términos previstos en el reglamento.





Artículo 28.-	La prestación se devengará y pagará por mensualidades vencidas y no estará afecta a cotización previsional alguna, ni a impuestos. 



	Su goce será incompatible con toda actividad remunerada.





Párrafo 6°. De la Administración.





Artículo 29.-	La administración del Régimen de Cesantía estará a cargo de una sociedad anónima de nacionalidad chilena o agencia de una extranjera constituida en Chile, de giro único, que tendrá como objeto exclusivo administrar dos Fondos que se denominarán  Fondo de Cesantía y Fondo de Cesantía Solidario y otorgar y administrar las prestaciones y beneficios que establece esta ley. 



	La sociedad se denominará Sociedad Administradora de Fondos de Cesantía, en adelante Sociedad Administradora, tendrá la duración del contrato que suscriba para la administración del Seguro y sus servicios comprenderán la recaudación de las cotizaciones previstas en las letras a) y b) del artículo 4°, del aporte establecido en la letra c) de dicho artículo, su abono en el Fondo de Cesantía Solidario y en las respectivas Cuentas  Individuales por Cesantía, la actualización de éstas, la inversión de los recursos y el pago de los beneficios.



	La Sociedad Administradora, tendrá derecho a una retribución establecida sobre la base de comisiones, de cargo de los aportantes, las que serán deducidas de los aportes o de los Fondos de Cesantía.  El valor de las comisiones antes mencionadas se determinará en el contrato de prestación del servicio de administración.  No obstante, sólo podrán estar sujetos al cobro de comisiones los trabajadores que se encuentren cotizando. 





Artículo 30.-	El servicio de administración de los Fondos de Cesantía será adjudicado mediante una licitación pública. La licitación y la adjudicación del servicio se regirán por las normas establecidas en la presente ley y las respectivas Bases de Licitación que los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda, aprueben mediante Decreto Supremo para cada contrato en particular. Dichas Bases se entenderán incorporadas a los respectivos contratos.



	Están facultadas para postular a la licitación mencionada en el inciso anterior y concurrir a la constitución de la sociedad referida en el artículo anterior, las Cajas de Compensación de Asignación Familiar, las Administradoras de Fondos fiscalizados por la Superintendencia de Valores y Seguros, las entidades bancarias fiscalizadas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, las Compañías de Seguros, las Administradoras de Fondos de Pensiones y demás personas jurídicas, nacionales o extranjeras, que cumplan con lo establecido en las Bases de Licitación.



	Los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda, efectuarán un proceso de precalificación de los postulantes a la licitación con el fin de asegurar su idoneidad técnica, económica y financiera.





Artículo 31.-	La licitación se adjudicará evaluando las ofertas técnicamente aceptables atendiendo, a lo menos, a los siguientes factores:



	a)	Estructura de comisiones;



	b)	Forma de reajuste de las comisiones, y



	c)	Calificación técnica para la prestación del servicio.



	La definición de estos factores y su forma de aplicación para adjudicar la prestación del servicio serán establecidas en las respectivas Bases de Licitación. 





Artículo 32.-	La adjudicación del servicio de administración de los Fondos de Cesantía se efectuará mediante Decreto Supremo conjunto de los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda, el que será publicado en el Diario Oficial.



	Una vez adjudicada la licitación del servicio de administración de Fondos de Cesantía, el adjudicatario quedará obligado a constituir, en el plazo de 60 días, contados desde la publicación en el Diario Oficial del Decreto Supremo mencionado en el inciso anterior, y con los requisitos que las bases de licitación establezcan, la sociedad de nacionalidad chilena o agencia de la extranjera constituida en Chile, con quien se celebrará el contrato y cuyo objeto será el mencionado en el artículo 29.



	El inicio de las operaciones de la Sociedad Administradora deberá ser autorizado por la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones, en adelante la Superintendencia, previa constatación que aquélla se ajusta a la calificación técnica aprobada. 





Artículo 33.-	La supervigilancia, control y fiscalización de la Sociedad Administradora de Fondos de Cesantía, corresponderá a la Superintendencia.  Respecto de dicha sociedad, este Organismo Fiscalizador estará investido de las mismas facultades que tiene respecto de las Administradoras de Fondos de Pensiones.



	En caso de incumplimiento de sus obligaciones por parte de la Sociedad Administradora, la Superintendencia podrá imponer a ésta las sanciones establecidas en esta ley, en el D.L. Nº 3.500 y en el D.F.L. Nº 101, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, ambos de 1980.





Artículo 34.-	La enajenación a terceros de acciones de la Sociedad Administradora requerirá la autorización de los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda, previa consulta a la Superintendencia, respecto a la capacidad de la mencionada sociedad para continuar prestando los servicios estipulados en el contrato de administración.  La autorización podrá ser denegada por resolución fundada. 





Artículo 35.-	Durante la vigencia del contrato, la Sociedad Administradora deberá asegurar la continuidad de la prestación del servicio en condiciones de absoluta normalidad y en forma ininterrumpida.



	La duración del contrato será fijada en las respectivas Bases de Licitación, sin que en ningún caso pueda ser superior a diez años. 





Artículo 36.-	El capital mínimo necesario para la formación de la Sociedad Administradora será el equivalente a 20.000 Unidades de Fomento, el que deberá encontrarse suscrito y pagado al tiempo de otorgarse la escritura social.  Además, la referida sociedad deberá mantener permanentemente un patrimonio al menos igual al capital mínimo exigido.  Si el patrimonio se redujere de hecho a una cantidad inferior al mínimo exigido, ella estará obligada, cada vez que esto ocurra, a completarlo dentro de un plazo de seis meses. Si así no lo hiciere se declarará la infracción grave de las obligaciones que le impone la ley y se procederá según lo establecido en el artículo 41. 





Artículo 37.-	Serán aplicables a la Sociedad Administradora las normas de esta ley, su reglamento y supletoriamente el  D.L. N° 3.500, de 1980 y las disposiciones de la Ley N° 18.046  y  sus reglamentos.  Con todo,  la mencionada sociedad quedará sujeta a las mismas normas que rigen a las Administradoras de Fondos de Pensiones, especialmente en lo que respecta a la adquisición, mantención, custodia y enajenación de instrumentos financieros pertenecientes a los Fondos de Cesantía, así como las normas sobre Conflictos de Intereses. No obstante, la Sociedad Administradora quedará eximida de la constitución de encaje y, en general, de todas las obligaciones que se establecen en los artículos 37 al 42 del D.L. Nº3.500, de 1980.





Artículo 38.-	La Sociedad Administradora deberá llevar contabilidad separada del patrimonio de cada uno de los  Fondos de Cesantía. 



	Los bienes y derechos que componen el patrimonio de los Fondos de Cesantía serán inembargables y estarán destinados sólo a generar prestaciones de acuerdo a las disposiciones de la presente ley.



	No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, los recursos que componen los Fondos de Cesantía podrán entregarse en garantía en las Cámaras de Compensación, sólo con el objeto de dar cumplimiento a las obligaciones emanadas de las operaciones para cobertura de riesgo a que se refieren las letras l) y o) del artículo 45 del D.L. Nº 3.500, de 1980 y siempre que éstas cumplan las condiciones de seguridad para custodiar estos títulos, y otras condiciones que al efecto determine la Superintendencia mediante normas de carácter general.  En este caso, dichos recursos podrán ser embargados, sólo para hacer efectivas las garantías constituidas para caucionar las obligaciones antes mencionadas.





Artículo 39.-	Los recursos del Fondo de Cesantía y del Fondo de Cesantía Solidario se invertirán en los instrumentos financieros señalados en el artículo 45 del D.L. Nº 3.500, de 1980. La política de inversión a la que deberán sujetarse los Fondos de Cesantía se establecerá mediante Decreto Supremo que contendrá los requisitos de diversificación de las inversiones. El mencionado Decreto Supremo se dictará durante el primer año de vigencia de esta ley.





Artículo 40.-	El contrato de administración se extinguirá por las siguientes causales:



	a)	Cumplimiento del plazo por el que se otorgó;



	b)	Acuerdo entre los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda y  la Sociedad Administradora;



	c)	Infracción grave de las obligaciones por parte de la Sociedad Administradora; 



	d)	Insolvencia de la Sociedad Administradora; y 



	e)	Las que se estipulen en las Bases de Licitación.



	Las causales señaladas en las letras a), b) y e) darán lugar a una nueva licitación del servicio, por parte de los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda. La mencionada licitación deberá efectuarse con la anticipación necesaria para que exista continuidad entre los contratos.





Artículo 41.-	La declaración de infracción grave de las obligaciones de la Sociedad Administradora o de insolvencia de ésta, corresponderá a la Superintendencia y deberá estar fundada en alguna de las causales establecidas en la ley, en las Bases de Licitación o en el contrato de administración. 



	Declarada la infracción grave o la insolvencia, la liquidación de los Fondos de Cesantía  y de la Sociedad Administradora, será practicada por la Superintendencia, la que estará investida de todas las facultades necesarias para el adecuado resguardo de los recursos de los Fondos de Cesantía y de los registros de las cuentas individuales por cesantía y del Fondo de Cesantía Solidario. 



	Los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda deberán proceder a licitar públicamente en el plazo de 60 días, contado desde la declaración de la infracción grave o la insolvencia, el servicio de administración cuyo contrato se haya extinguido.



	Cuando la Sociedad Administradora hubiere incurrido en infracción grave de sus obligaciones o insolvencia, la Superintendencia, con acuerdo de los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda, podrá nombrar un Administrador Provisional, el que tendrá todas las facultades del giro ordinario que la ley y los estatutos señalan al directorio, o a quien haga sus veces, y al gerente. Dicho administrador tendrá los deberes y estará sujeto a las mismas responsabilidades de la Sociedad Administradora. 



	La designación del Administrador Provisional no podrá tener una duración superior a un año.





Artículo 42.-	Sufrirán las penas de presidio menor en su grado medio a presidio mayor en su grado mínimo, los directores, gerentes, apoderados, liquidadores, operadores de mesa de dinero y trabajadores de la Sociedad Administradora, que en razón de su cargo y posición y valiéndose de información privilegiada de aquella que trata el título XXI de la ley 18.045:



	a)	Ejecuten un acto por sí o por intermedio de otras personas, con el objeto de obtener un beneficio pecuniario para sí o para otros, mediante cualquier operación o transacción de valores de oferta pública. 



	b)	Divulguen información privilegiada relativa a las decisiones de inversión de los Fondos de Cesantía, a personas distintas de las encargadas de efectuar las operaciones de adquisición y enajenación de valores de oferta pública por cuenta o en representación de los Fondos.



	Igual pena sufrirán los trabajadores de la Sociedad Administradora que, estando encargados de la administración de la cartera y en especial de las decisiones de adquisición, mantención y enajenación de instrumentos para los Fondos de Cesantía, ejerzan por sí o a través de otras personas, simultáneamente la función de administración de otras carteras de inversiones y quienes teniendo igual prohibición, infrinjan cualquiera de las prohibiciones consignadas en las letras a), c), d) y h) del artículo 154 del Decreto Ley Nº 3.500, de 1980.







Párrafo 7º.  Normas generales.





Artículo 43.-	La Sociedad  Administradora deberá enviar los antecedentes necesarios del beneficiario del Seguro, a la oficina de información laboral de la municipalidad que corresponda o se encuentre más próxima a su domicilio.





Artículo 44.-	La obtención del beneficio con cargo al Fondo de Cesantía Solidario establecido en el artículo 22, será compatible con otros beneficios económicos que otorguen o se obtengan, con los requisitos pertinentes, a través de las municipalidades.





Artículo 45.-	Respecto de los trabajadores que ingresen a una empresa en que exista convenio colectivo, contrato colectivo o fallo arbitral en que se haya establecido un sistema de indemnización por término de la relación laboral, el trabajador, de acuerdo con su empleador, podrá incorporarse al sistema indemnizatorio del instrumento colectivo, en vez de la afiliación o cotización al Seguro, según corresponda.





Artículo 46.-	La percepción del subsidio de cesantía a que se refiere el Párrafo Primero del Título II del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, será incompatible con las prestaciones del Seguro.





Artículo 47.-	Los fondos de la Cuenta Individual por Cesantía sólo serán embargables una vez terminado el respectivo contrato de trabajo, en los casos y porcentajes previstos en el inciso segundo del artículo 57 del Código del Trabajo. 



	Los referidos fondos y los giros que con cargo a ellos se efectúen, no constituirán renta para los efectos tributarios.





Artículo 48.-	Las prestaciones del Seguro se pagarán al trabajador contra la presentación del finiquito, la comunicación del despido o la certificación del inspector del trabajo respectivo que verifique el término del contrato.



	La Sociedad Administradora estará obligada a verificar el cumplimiento de los requisitos que establece esta ley para acceder a las prestaciones por cesantía que ella contempla. Dicho control deberá ser previo al pago de la respectiva prestación y la Sociedad Administradora estará impedida para otorgar el beneficio impetrado, si no se acreditan las condiciones para su pago.



	Estará especialmente facultada para fiscalizar la subsistencia de la contingencia.



	En los casos en que la Sociedad Administradora hubiera efectuado pagos manifiestamente improcedentes, por ausencia de los requisitos necesarios para obtener estos pagos, deberá responder por los perjuicios que experimente el Fondo de Cesantía Solidario, conforme lo establezcan las bases de licitación.





Artículo 49.-	Se entenderá que el empleador que pague al trabajador la prestación prevista en el artículo 12, ha extinguido la obligación de pagar las indemnizaciones por años de servicios o por desahucio a que se refiere el artículo 163 del Código del Trabajo, pero no la sustitutiva de aviso previo, si éste no se dio.





Artículo 50.-	Cuando el trabajador accionare por despido injustificado, indebido o improcedente, en conformidad al artículo 168 del Código del Trabajo, o por despido indirecto, conforme al artículo 171 del mismo Código, podrá disponer del saldo acumulado en su Cuenta Individual por Cesantía, en la forma señalada en el artículo 14, a partir del mes siguiente al de la terminación de los servicios.



	Si el Tribunal acogiere la pretensión del trabajador, deberá ordenar que el empleador pague las prestaciones que correspondan conforme al artículo 12.



	A petición del Tribunal,  la Sociedad Administradora deberá informar, dentro del plazo de cinco días contado desde la fecha de recepción del oficio del Tribunal, el monto equivalente a lo cotizado por el empleador en la Cuenta Individual por Cesantía, más su rentabilidad.



	Los recargos que correspondan conforme al artículo 168 del Código del Trabajo, habrán de calcularse sobre la prestación de cargo directo del empleador y las sumas retiradas de la Cuenta Individual por Cesantía correspondientes a las cotizaciones del empleador, más su rentabilidad. Además el Tribunal ordenará que el empleador pague al trabajador las sumas que éste habría obtenido del Fondo de Cesantía Solidario.





Artículo 51.-	La cotización establecida en la letra a) del artículo 4º se comprenderá en las excepciones que prevé el Nº 1 del artículo 42 de la Ley sobre Impuesto a la Renta. Asimismo, quedarán comprendidas en el Nº6 del artículo 31 de dicha ley, las cotizaciones previstas en la letra b) del artículo 4º y la indemnización establecida en el inciso 1º del artículo 12, ambos de esta ley.



	Los incrementos que experimenten las cotizaciones aportadas al Fondo de Cesantía no constituirán renta para los efectos de la Ley sobre Impuesto a la Renta.





Artículo 52.-	Las prestaciones establecidas en esta ley de cargo de los empleadores a favor de los trabajadores afiliados al Seguro, tendrán la calidad jurídica de indemnizaciones por años de servicio, para todos los efectos legales, y gozarán del privilegio establecido en el Nº 8º del artículo 2472 del Código Civil. 







Párrafo 8º.  De la Comisión de Usuarios





Artículo 53.-	Existirá una Comisión de Usuarios integrada por tres representantes de los empleadores; tres representantes de los trabajadores cotizantes del seguro de cesantía y presidida por un académico universitario.



	La Comisión tendrá como función conocer y fiscalizar los criterios empleados por la Sociedad Administradora para administrar los Fondos de Cesantía.





Artículo 54.-	La Comisión a que se refiere este párrafo estará especialmente facultada para conocer y ser informada por la Sociedad Administradora, de las siguientes materias:



	a)	Procedimientos para asegurar el pago oportuno y pertinente de las prestaciones del Seguro; 



	b)	Criterios utilizados por la Sociedad Administradora para cumplir con las políticas e instrucciones sobre información a los cotizantes en materia de rentabilidad y comisiones, determinadas por la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones; y



	c)	En general, las medidas, instrumentos y procedimientos destinados al adecuado cumplimiento de las obligaciones contenidas en el contrato de prestación de los servicios de administración de los Fondos de Cesantía y de Cesantía Solidario y el adecuado ejercicio de las funciones que la ley asigna a la Sociedad Administradora.



	La Comisión no estará facultada para intervenir en la administración de la Sociedad Administradora y los Fondos de Cesantía. Sus miembros podrán, sin embargo, concurrir a la junta de accionistas de la Sociedad, con derecho a voz pero sin derecho a voto.





Artículo 55.-	Los miembros laborales y empresariales de la Comisión, deberán tener la calidad de cotizantes del sistema, y serán elegidos por las organizaciones más representativas de trabajadores y empleadores, respectivamente, conforme al procedimiento establecido en el reglamento. El Presidente de la Comisión será designado mediante un Decreto Supremo conjunto de los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Hacienda.



	Los miembros de la Comisión durarán en sus funciones tres años, pudiendo ser reelegidos por un nuevo período. El reglamento establecerá además los requisitos específicos, prohibiciones e inhabilidades y causales de cesación en sus cargos a que estarán afectos.



	Durante sus funciones, los miembros de la Comisión tendrán derecho a una dieta de cargo de la Sociedad Administradora, la que además deberá proveer los recursos necesarios para el funcionamiento  de la  referida entidad.  El monto de las dietas será fijado en las Bases de Licitación.





Artículo 56.-	La Comisión deberá emitir cada año, dentro de los dos meses siguientes a la realización de la junta anual de accionistas de la Sociedad Administradora, un informe que contenga los resultados y conclusiones de sus observaciones, el que deberá ser difundido conforme al procedimiento y modalidades que establezca el reglamento.





TITULO II



DISPOSICIONES FINALES





Artículo 57.-	Los empleadores que no pagaren las cotizaciones del Seguro de Cesantía regulado en esta ley, no podrán percibir recursos provenientes de instituciones públicas o privadas, financiados con cargo a recursos fiscales de fomento productivo, ni tendrán acceso a los programas financiados con cargo al Fondo Nacional de Capacitación administrado por el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo sin acreditar previamente ante las instituciones que administren los programas e instrumentos referidos, estar al día en el pago de las cotizaciones establecidas en esta ley.  Sin embargo, podrán solicitar su acceso a tales recursos y programas, los que sólo se cursarán acreditado que sea el pago respectivo.



	Asimismo, las instituciones de la administración pública, empresas del Estado y municipalidades, que celebren contratos con empresas cuyos trabajadores estén afectos al Seguro, tendrán las facultades establecidas para el dueño de la obra, empresa o faena en el artículo 64 bis del Código del Trabajo, respecto de las cotizaciones del Seguro que éstas adeuden.





Artículo 58.-	El Párrafo 6º del Título I de la  presente ley entrará en vigencia el primer día del cuarto mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial. Las restantes disposiciones regirán a partir del primer día del mes siguiente a la resolución de la Superintendencia de Administradoras de 























Fondos de Pensiones, que autorice el inicio de las operaciones de la Sociedad Administradora.





DISPOSICIONES TRANSITORIAS





Artículo Primero.-	Los trabajadores con contrato vigente a la fecha de la presente ley, tendrán la opción para ingresar al Seguro generando en dicho caso la obligación de cotizar que establece el artículo 4º.  El trabajador deberá comunicar dicha decisión al empleador, con a lo menos treinta días de anticipación, la que se hará efectiva el día 1º del mes siguiente al de la recepción de la comunicación, conforme a las instrucciones generales que imparta al efecto la Superintendencia.





Artículo Segundo.-	Los trabajadores con contrato vigente a la fecha de la presente ley, que hubieren sido contratados con anterioridad al 14 de agosto de 1981 y que se incorporen al Seguro, tendrán derecho a la prestación que les corresponda en conformidad al artículo 12 de la presente ley, sin el límite máximo a que alude dicho precepto.





Artículo Tercero.-	Sin perjuicio de lo señalado en la letra c) del artículo 4º, el aporte del Estado durante el primer año de operación del Seguro ascenderá a 22.285 Unidades Tributarias Mensuales.  Esta cifra se incrementará anualmente en 22.285 Unidades Tributarias Mensuales hasta iniciado el séptimo año, momento en el que comenzarán a enterarse las 156.000 Unidades Tributarias Mensuales señaladas en dicho artículo.



		En todo caso, los recursos que anualmente el Estado destine al Fondo de Cesantía Solidario se completarán a razón de un doceavo por mes.





Artículo Cuarto.-	Los recursos de los Fondos de Cesantía se invertirán conforme a lo dispuesto en el D.L. Nº 3.500, de 1980, para el Fondo de Pensiones Tipo 2, hasta que entre en vigencia el Decreto Supremo señalado en el artículo 39.





Artículo Quinto.-	El gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley, se financiará con cargo a los recursos que se consulten en el presupuesto del año respectivo.”.













****************





	SE DESIGNO DIPUTADO INFORMANTE A DON ANIBAL PÉREZ LOBOS.











	Tratado y acordado en sesiones de fechas 2, 8, 9, 10, 15 y 16 de mayo de 2000, con asistencia de los señores Pérez, don Aníbal (Presidente); Bertolino, don Mario; Dittborn, don Julio; Fossa, don Haroldo; León, don Roberto; Muñoz, don Pedro; Muñoz, doña Adriana; Navarro, don Alejandro;Paya, don Darío; Riveros, don Edgardo; Rozas, doña María, y Seguel, don Rodolfo.



	Asistieron, asimismo, a sus sesiones, los señores; Van Rysselberghe, don Enrique; Vilches, don Carlos; Letelier, don Juan Pablo; en reemplazo de integrantes de la Comisión de sus respectivos partidos, Alvarado, don Claudio; y Molina, don Darío.























	SALA DE LA COMISIÓN, a 16 de mayo de 2000.











       JOSÉ VICENCIO FRIAS

Abogado Secretario Accidental de la Comisión.
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